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León, Guanajuato, a 22 veintidós de junio del año 2012 dos mil doce. . . . 
V I S T O S para dictar sentencia definitiva, los autos del proceso administrativo, identificado con el expediente número 314/2011-JN, promovido por el ciudadano Ricardo Labiaga Orozco por su propio derecho y como Apoderado General para pleitos y cobranzas de “Banco del Bajío”, Sociedad Anónima, Institución de Banca Múltiple; y, . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- El proceso administrativo fue interpuesto oportunamente, toda vez la demanda fue presentada dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a aquél en que se ostenta sabedora la parte actora de los actos impugnados; toda vez que manifiesta que fue el día 8 ocho de agosto del 2011 dos mil once, cuando tuvo conocimiento de dicho acto, sin que de autos de la presente causa administrativa se desprenda o se haya demostrado lo contrario. . 

TERCERO.- La existencia de los actos impugnados, consistentes en la determinación y liquidación del impuesto predial del tercer bimestre del año 2009 dos mil nueve al sexto bimestre del año 2011 dos mil once; las tasas o tarifas consideradas para determinar en el periodo comprendido en el tercer bimestre del año 2009 dos mil nueve al sexto bimestre del año 2010 dos mil diez; y, la determinación y liquidación de los recargos y demás anexidades, se encuentra acreditada con la exhibición de la impresión del estado de cuenta de fecha 8 ocho de agosto del año próximo pasado (visible a foja 21 veintiuno); documento que, al ser presentado en original, este Juzgador le concede pleno valor probatorio, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 81 y 124 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, ya que no obstante ser un documento privado, de su lectura se desprende que está concatenado con las documentales admitidas a la parte actora y que son visibles en copia certificada a fojas 18 dieciocho, 19 diecinueve, 39 treinta y nueve, 40 cuarenta, 41 cuarenta y uno, 44 cuarenta y cuatro y 45 cuarenta y cinco, en cuanto al nombre y domicilio del contribuyente, así como al inmueble y números de cuenta predial y catastral; por lo que no puede restársele valor probatorio alguno. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Es importante precisar que si bien es cierto, el estado de cuenta antes descrito no constituye un acto administrativo, cierto es también, que de su lectura no deja lugar a dudas de la existencia de los actos controvertidos (la determinación y liquidación del impuesto predial del tercer bimestre del año 2009 dos mil nueve al sexto bimestre del año 2011 dos mil once; las tasas o tarifas consideradas para determinar en el periodo comprendido en el tercer bimestre del año 2009 dos mil nueve al sexto bimestre del año 2010 dos mil diez; y, la determinación y liquidación de los recargos y demás anexidades), los que sí constituyen actos administrativos, pues encuadran en la definición que se contiene en el artículo 136 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

CUARTO.- Por ser de Orden Público y, por ende de examen de oficio, ya que constituye un presupuesto procesal, este Juzgador procede a analizar la personalidad con la que concurre el ciudadano Ricardo Labiaga Orozco, en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Además de ocurrir al presente proceso por su propio derecho, el ciudadano Ricardo Labiaga Orozco, también lo hace con el carácter de Apoderado General para pleitos y cobranzas de “Banco del Bajío”, Sociedad Anónima, Institución de Banca Múltiple; lo que se encuentra debidamente acreditado, mediante el Primer Testimonio de la Escritura Pública número 53,471 Cincuenta y tres mil cuatrocientos setenta y uno, de fecha 11 once de julio del 2011 dos mil once,  tirada ante la fe del Licenciado José Ciro Guerrero Guerrero, titular de la Notaría Pública número 107 ciento siete del Partido Judicial de León, Guanajuato; y en la cual se hizo constar que dicha Institución Bancaria, representada por sus delegados Fiduciarios, ciudadanos Licenciados Soul Gilberto Cabrera Gutiérrez y Rubén Rodrigo Franco González, en su carácter de fiduciario dentro del fideicomiso identificado administrativamente con el número 8364-10-147 ocho mil trescientos sesenta y cuatro, guión diez, guión ciento cuarenta y siete, otorga a favor del señor Ricardo Labiaga Orozco, un poder general para pleitos y cobranzas, con toda la amplitud permitida por el primer párrafo del artículo 2064 del Código Civil para el Estado de Guanajuato, pero limitado a que se ejercerá únicamente respecto del inmueble materia del fideicomiso, según se aprecia en las cláusulas Primera y Segunda de la escritura antes mencionada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Primer testimonio que en copia certificada, por el propio Notario Público número 107 ciento siete de esta ciudad, (misma que es perceptible en autos, a fojas 47 cuarenta y siete a la 53 cincuenta y tres); hace fe de la existencia del original; el cual es un documento público conforme lo establece el artículo 78 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por lo que merece pleno valor probatorio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 121 del citado Código, lo cual es suficiente para acreditar la personalidad con la que el ciudadano Ricardo Labiaga Orozco comparece y actúa en el presente proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Por ser una cuestión de orden publico y, por ende de estudio preferente, este  Juzgador, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . 
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En la especie, en la presente causa administrativa, la autoridad demandada, a través de su titular planteó que se actualizaban las causales de improcedencia previstas en las fracciones I y VI del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, ya que considera inexistente el acto impugnado, pues de las constancias no se desprende acto alguno emitido por dicha autoridad y que el estado de cuenta carece de firma y sello, por lo que no se puede señalar a dicha autoridad como su emisora, estado de cuenta que además no es un acto administrativo, por lo que, en consecuencia, no produce la afectación de los intereses jurídicos del actor. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Para quien resuelve, no se actualizan las causales de improcedencia que invoca la enjuiciada, por las siguientes razones: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En el presente proceso, lo que impugna el enjuiciante, referido al predio rústico denominado “La Joya” de esta ciudad (cuenta predial 03-M-000110-003 cero-tres guión M guión cero-cero-cero-uno-uno-cero guión cero-cero-tres), lo es la determinación y liquidación del impuesto predial del tercer bimestre del año 2009 dos mil nueve al sexto bimestre del año 2011 dos mil once; las tasas o tarifas consideradas para determinar en el periodo comprendido en el tercer bimestre del año 2009 dos mil nueve al sexto bimestre del año 2010 dos mil diez; y, la determinación y liquidación de los recargos y demás anexidades. . . . . . 

Precisado lo anterior, conforme a la definición que se contiene en el artículo 136 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; acto administrativo es toda declaración unilateral de voluntad, emanada de una autoridad administrativa, en el presente caso Municipal, en el ejercicio de potestades públicas derivadas de los ordenamientos jurídicos, que tiene por objeto crear, declarar, reconocer, transmitir, modificar o extinguir una situación jurídica individual y concreta, o bien de carácter general, con la finalidad de satisfacer intereses generales. . . . . . 

Por otro lado, el artículo 63 del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato, en sus fracciones VII y XII, consigna como atribuciones de la Dirección General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, el autorizar, determinar y generar la liquidación de las contribuciones a la propiedad inmobiliaria, de acuerdo a la legislación vigente; y, el autorizar la elaboración y entrega de los estados de cuenta relativos a impuestos inmobiliarios de contribuyentes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

De lo anterior, resulta incuestionable que el estado de cuenta, ofrecido y admitido como prueba al actor, aun cuando carezca de firma y sello, fue emitido por la Dirección General demandada en el ejercicio de sus atribuciones y, que dicho estado de cuenta sirve para acreditar la existencia de actos administrativos impugnados en el presente proceso que, como ya se dijo, lo son la determinación y liquidación del impuesto predial del tercer bimestre del año 2009 dos mil nueve al sexto bimestre del año 2011 dos mil once; las tasas o tarifas consideradas para determinar en el periodo comprendido en el tercer bimestre del año 2009 dos mil nueve al sexto bimestre del año 2010 dos mil diez; y, la determinación y liquidación de los recargos y demás anexidades; los cuales, sin duda alguna, afectan la esfera jurídica del impetrante y su representada, al tratarse de declaraciones unilaterales de voluntad, consistentes en determinar y generar la liquidación de las contribuciones que deben pagar por concepto de impuesto predial, recargos y gastos respecto de un inmueble en propiedad fiduciaria, creando con ello una situación jurídica individual y concreta y que trasciende en su patrimonio, por lo que se concluye que los actos impugnados si existen y que fueron emitidos por la Dirección General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, de ahí que no se actualicen las causales de improcedencia en estudio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Continuando con el examen de las causales de improcedencia y sobreseimiento, este Juzgador justiprecia que de la lectura de la contestación de la demanda, no emana alguna otra que haga valer la Dirección demandada; y de oficio, no se advierte la actualización de ninguna que impida el analizar y resolver el fondo de la litis planteada en la presente causa administrativa; por lo que en consecuencia es procedente el presente proceso respecto de los actos administrativos impugnados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEXTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De lo expuesto en el escrito de demanda y de las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende que el día 22 veintidós de abril de 2009 dos mil nueve, el señor Ricardo Labiaga Orozco, como Fideicomitente, Fideicomisario en segundo lugar y poseedor; la sociedad mercantil denominada “Jisek”, Sociedad Anónima de Capital Variable, como Fideicomisario en primer lugar; y, “Banco del Bajío”, Sociedad Anónima, Institución de Banca Múltiple, como Fiduciario, celebraron Contrato de Fideicomiso, al que, para fines de identificación, el Fiduciario le asignó el número 8364-10-147 ocho mil trescientos sesenta y cuatro guión diez guión ciento cuarenta y siete (Contrato visible a fojas 22 veintidós a 38 treinta y ocho). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Que en dicho contrato, el ciudadano Ricardo Labiaga Orozco le transmitió en propiedad el inmueble ubicado en el predio rustico conocido como “La Joya” de esta ciudad con una superficie de 977,095.97 m2 novecientos setenta y siete mil noventa y cinco punto noventa y siete metros cuadrados a “Banco del Bajío”, Sociedad Anónima, Institución de Banca Múltiple y que, de acuerdo a lo pactado en la Cláusula Décima Sexta de dicho contrato, como Fideicomitente y Fideicomisario en segundo lugar, se obligó a cubrir por su cuenta, el pago de los impuestos locales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
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Bajo los lineamientos anteriores, con fecha 8 ocho de agosto de 2011 dos mil once, el señor Labiaga Orozco acudió a la Dirección General de Impuestos Inmobiliarios, en donde solicitó y obtuvo un estado de cuenta del impuesto predial en cuanto al inmueble afecto al fideicomiso, de donde se desprende la determinación y liquidación de las contribuciones que se deben pagar por concepto de impuesto predial, recargos y gastos respecto de dicho inmueble. . . .

Determinación y liquidación que el actor considera ilegales, pues afirma que la determinación del impuesto predial vulnera los artículos 164 y 171 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, porque es ilógico que la autoridad municipal haya autorizado dos avalúos donde se señalan al inmueble valores diferentes; uno, por la cantidad $294’299,951.51 (Doscientos noventa y cuatro millones doscientos noventa y nueve mil novecientos cincuenta y un pesos 51/100 moneda nacional) de fecha 9 nueve de octubre del 2008 dos mil ocho, y otro por la cantidad de $87’119,233.30 (Ochenta y siete millones ciento diecinueve mil doscientos treinta y tres pesos 30/100 moneda nacional), este último emitido el 17 diecisiete de diciembre del 2010 dos mil diez; y, que carecen de la debida fundamentación y motivación. . . . . . . . . . . . . . . 

            A lo antepuesto, la Directora General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, sólo se limitó a sostener la inexistencia del acto que se reclama; que no emitió acto alguno que afectase los intereses jurídicos del actor; y, que es falso e inoperante el concepto de impugnación esgrimido. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Así las cosas, la litis planteada se hace consistir en determinar la legalidad o ilegalidad de los actos impugnados emitidos por la Dirección General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, consistentes en la determinación y liquidación del impuesto predial del tercer bimestre del año 2009 dos mil nueve al sexto bimestre del año 2011 dos mil once; las tasas o tarifas consideradas para determinar en el periodo comprendido en el tercer bimestre del año 2009 dos mil nueve al sexto bimestre del año 2010 dos mil diez; y, la determinación y liquidación de los recargos y demás anexidades. Todo ello referido al predio rústico denominado “La Joya”, de esta ciudad, con cuenta predial 03-M-000110-003 cero-tres guión letra M guión cero-cero-cero-uno-uno-cero guión cero-cero-tres. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


SÉPTIMO.- No existiendo impedimento legal, este Juzgador procede al análisis de los conceptos de impugnación expresados por el actor en su demanda, aplicando el principio de mayor consecuencia anulatoria de los actos impugnados, y que pudieran traer un mayor beneficio a la parte actora en concordancia con los principios de congruencia y exhaustividad que deben regir en toda sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Así pues, de los conceptos de impugnación expresados, a los que el actor llama agravios, quien resuelve se avocará al estudio de lo que considera trascendental para emitir la presente sentencia; sin necesidad de transcribirlos en su totalidad, sirviendo de apoyo, para ello, el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

 En un principio, el actor adujo: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

“La Dirección General de Impuestos… determinó y liquidó de manera ilegal el impuesto predial a pagar… contraviniendo el artículo 164 de la Ley de Hacienda para los Municipios… el cual señala que el Impuesto Predial se determinará y liquidará de acuerdo a las tasas que establezca anualmente la Ley de Ingresos….” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Para líneas más adelante decir (foja 8 ocho): “Por otra parte, las cuotas a pagar del impuesto predial que le fueron determinadas y liquidadas a la parte actora, son violatorias en si mismo de lo dispuesto por el artículo 16 constitucional, en virtud de que carecen de la debida fundamentación y motivación, pues no precisan de manera específica como se determinó y liquidó dicho impuesto, menos aun se detalla que preceptos legales de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato o de la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato para el ejercicio fiscal del 2009 y 2010, se tomaron en consideración para ese fin.” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“En efecto,… no se asienta razón alguna que permita al contribuyente conocer los motivos que se tomaron en cuenta para determinar el impuesto predial...”. . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

A lo expresado por el actor,  la Titular de la Dirección General enjuiciada, no hizo pronunciamiento alguno, ya que sólo refirió: “Por lo que corresponde al concepto de violación… el mismo resulta totalmente falso e inoperante, toda vez que se limita a manifestar los artículos que supuestamente viola mi representado…”, para concluir apuntando: “Resultando que en el presente proceso… no se actualiza violación alguna a los preceptos legales antes citados… ”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Analizado que es lo expresado por el enjuiciante, así como las constancias que obra en el expediente, en especial, el estado de cuenta de fecha 8 ocho de agosto de 2011 dos mil once; para este Juzgador resulta fundado lo expresado por el impetrante en cuanto a la carencia de la debida fundamentación y motivación en la determinación y liquidación del impuesto predial del tercer bimestre del año 2009 dos mil nueve al sexto bimestre del año 2011 dos mil once; de las tasas o tarifas consideradas para determinar en el periodo comprendido en el tercer bimestre del año 2009 dos mil nueve al sexto bimestre del año 2010 dos mil diez; y, de la determinación y liquidación de los recargos y demás anexidades, entendidas éstas últimas, como gastos de ejecución impuesto predial, pues se advierte que, efectivamente, existe la violación formal de falta de fundamentación y motivación, pues se omite expresar el o los dispositivos legales aplicables al asunto y las circunstancias especiales o razones particulares que se tuvieron en cuenta para la emisión de los actos controvertidos, ya que, entre otras cosas, no se expone detalladamente el procedimiento matemático que se siguió para determinar su cuantía. . . . . . . . . . . 


En efecto, la autoridad demandada no plasmó los ordenamientos jurídicos conducentes ni exteriorizó como es que determinó y generó la liquidación del impuesto predial, de los recargos y de los gastos de ejecución; es decir no pormenorizó la forma en que llevó a cabo las operaciones aritméticas aplicables, ni detalló las fuentes de las que obtuvo los datos necesarios para realizar tales operaciones; esto es, de donde se obtuvieron la base y la tasa para su cálculo y cual es esa base y tasa, toda vez que, únicamente, se hizo el señalamiento del concepto, del periodo y del importe a pagar, traduciéndose ello en que el contribuyente, en este caso el justiciable y su poderdante, estén impedidos para verificar si la cuantificación de la obligación tributaria se realizó correctamente por la autoridad demandada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Es por lo antes expuesto, el que surte efectos la hipótesis que para declarar la nulidad de los actos impugnados, se prevé en la fracción II del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa en vigor en el Estado, al no reunir esos actos administrativos, el elemento que para su validez, se contiene en la fracción VI del artículo 137 de dicho Código, por lo que procede decretar la nulidad de la determinación y liquidación del impuesto predial del tercer bimestre del año 2009 dos mil nueve al sexto bimestre del año 2011 dos mil once; las tasas o tarifas consideradas para determinar en el periodo comprendido en el tercer bimestre del año 2009 dos mil nueve al sexto bimestre del año 2010 dos mil diez; y, la determinación y liquidación de los recargos y demás anexidades, referidas al predio rústico denominado “La Joya”, de esta ciudad, contenidas en el estado de cuenta de fecha 8 ocho de agosto del año próximo pasado, para el efecto de que la autoridad demandada, subsanando la ilegalidad advertida, es decir, expresando la fundamentación y motivación antes ausente y tomando en cuenta lo expresado en este considerando, determine y genere la liquidación que por concepto de impuesto predial, corresponda al inmueble antes referido, así como, en su caso, de los recargos y gastos de ejecución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Lo anterior en virtud de que los actos decretados nulos devienen de una petición, donde el orden jurídico exige de la autoridad un pronunciamiento, la reparación de la violación detectada no se colma con la simple declaración de nulidad, sino que es preciso que se obligue a la autoridad a dictar otra fundada y motivada, para no dejar incierta la situación jurídica del administrado. . . . . . . . .  
Sirven de apoyo a lo anterior, los criterios de nuestro máximo Tribunal en el País, en las siguientes jurisprudencias: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL EFECTO DE LA SENTENCIA QUE AMPARA POR OMISIÓN DE ESAS FORMALIDADES, ES LA EMISIÓN DE UNA RESOLUCIÓN NUEVA QUE PURGUE TALES VICIOS, SI SE REFIERE A LA RECAÍDA A UNA SOLICITUD, INSTANCIA, RECURSO O JUICIO. Los efectos de una ejecutoria de amparo que otorga la protección constitucional por falta de fundamentación y motivación de la resolución reclamada son los de constreñir a la autoridad responsable a dejarla sin efectos y a emitir una nueva subsanando la irregularidad cometida, cuando la resolución reclamada se haya emitido en respuesta al ejercicio del derecho de petición o que resuelva una instancia, recurso o juicio, ya que en estas hipótesis es preciso que el acto sin fundamentación y motivación se sustituya por otro sin esas deficiencias pues, de lo contrario, se dejaría sin resolver lo pedido”. Novena Época. Registro: 195590. Instancia: Segunda Sala. Jurisprudencia Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta VIII, Septiembre de 1998. Materia(s): Común. Tesis: 2a./J. 67/98. Página:   358. . . . . . . . . . . . . . . 
"INCONFORMIDAD. LA SENTENCIA QUE OTORGA EL AMPARO POR FALTA DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, NO OBLIGA A DICTAR UNA NUEVA RESOLUCIÓN, A MENOS QUE SE TRATE DEL DERECHO DE PETICIÓN O DE LA RESOLUCIÓN DE UN RECURSO O JUICIO. Conforme a la tesis publicada con el número 261, del Tomo VI, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995 bajo el rubro de "FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, AMPARO EN CASO DE LA GARANTÍA DE.", por regla general, los efectos de una ejecutoria de amparo que otorga la protección constitucional por falta de fundamentación y motivación, son los de constreñir a la autoridad responsable a nulificar o dejar sin efectos el acto o actos reclamados, dejándola en aptitud de emitir otro acto, siempre que subsane el vicio formal. De lo anterior se desprende que la autoridad se encuentra en libertad de emitir un nuevo acto o de no hacerlo. Sin embargo, la autoridad se verá necesariamente constreñida a emitir un nuevo acto, subsanando el vicio formal descrito, cuando el acto reclamado consista en una resolución que se emita en respuesta  al ejercicio del derecho de petición o que resuelva una instancia, recurso o juicio, ya que en esas hipótesis es preciso que el acto carente de fundamentación y motivación se sustituya por otro sin esas deficiencias pues, de lo contrario, se dejarían sin resolver aquéllos. No. Registro: 191,245. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Novena Época; Instancia: Segunda Sala; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; XII, Septiembre de 2000; Tesis: 2a./J. 79/2000: 

Expediente número 314/2011-JN
Página: 95; Tesis de jurisprudencia 79/2000. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del dieciocho de agosto del año dos mil. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


OCTAVO.- En virtud de que la parte analizada de los conceptos de impugnación, resultó fundada y es suficiente para decretar la nulidad de los actos impugnados para determinado efecto; resulta innecesario el estudio de los restantes argumentos vertidos en dichos conceptos, ya que ello no cambiaría, ni afectaría el sentido de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Vale de sustento a lo anterior, la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía: Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto, y con fundamento en lo dispuesto en los artículos 249, 261, fracción I; 262, fracción II; 287, 298, 299, 300 fracción III; y, 302, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :
PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver el presente proceso administrativo. . . . . . . . 

SEGUNDO.- Procedió el proceso administrativo interpuesto en contra de los actos impugnados, atribuidos a la Dirección General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Se decreta la nulidad de la determinación y liquidación del impuesto predial del tercer bimestre del año 2009 dos mil nueve al sexto bimestre del año 2011 dos mil once; las tasas o tarifas consideradas para determinar en el periodo comprendido en el tercer bimestre del año 2009 dos mil nueve al sexto bimestre del año 2010 dos mil diez; y, la determinación y liquidación de los recargos y demás anexidades, referidas al predio rústico denominado “La Joya”, de esta ciudad, contenidas en el estado de cuenta de fecha 8 ocho de agosto del año 2011 dos mil once, para el efecto de que la autoridad demandada, expresando la fundamentación y motivación antes ausente, determine y genere la liquidación que por concepto de impuesto predial, corresponda al inmueble antes aludido, así como, en su caso, de los recargos y gastos de ejecución que se hayan generado; lo que se deberá realizar dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la fecha en que cause ejecutoria la presente resolución; debiendo informar a este Juzgado del cumplimiento dado al presente resolutivo, acompañando las constancias relativas que así lo acrediten. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Lo anterior de acuerdo y conforme a las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Séptimo de esta sentencia. . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio, y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

En su oportunidad archívese éste expediente como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva con ese fin. . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

